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CONFEDERACIÓN INTERNACIONAL DE ORGANIZACIONES SINDICALES LIBRES

DECLARACIÓN DE LA CIOSL
 SOBRE EL PROGRAMA DE LA 4ª REUNIÓN MINISTERIAL DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE COMERCIO (OMC)

(Qatar, 9 – 13 de noviembre de 2001)

Introducción

1. El colapso de la 3ª Conferencia Ministerial de la OMC en Seattle en 1999 marcó un hito en la corta vida de la OMC desatando una crisis respecto a la legitimidad del sistema multilateral de comercio.  Es poco lo que ha cambiado substancialmente desde entonces que indique que cualquiera de las razones subyacentes del fracaso de la 3ª Conferencia de la OMC hayan cambiado.  Los gobiernos y sus negociadores comerciales no deben olvidar las lecciones de Seattle si quieren recuperar la confianza pública en el sistema multilateral de comercio.  Como parte de ese proceso, se necesita una plena evaluación del impacto económico, social, laboral, de género, ambiental y de desarrollo de previas negociaciones de la OMC y del impacto potencial de cualquier otra negociación.  La Declaración de la CIOSL aprovecha la experiencia de Seattle y de otras ciudades del mundo para proponer una reorientación del sistema multilateral de comercio a fin de promover un crecimiento y desarrollo económicos sostenibles a nivel mundial que cree empleos decentes y propague más ampliamente los beneficios de la globalización en el interés de todos los pueblos, tanto en los países en desarrollo como industrializados.

Apoyo a las prioridades de desarrollo

2. A los efectos de impulsar el desarrollo de los países en desarrollo, en cada una de las áreas del sistema multilateral se necesita un gran esfuerzo que debe incluir:

· Implementar un alivio de la deuda muy mejorado y un incremento substancial en la asistencia al desarrollo (combinado con una mayor efectividad de tal asistencia) para los países en desarrollo que respeten los derechos humanos, incluidos los derechos fundamentales de los trabajadores;

· Hacer más operativas las disposiciones de la OMC sobre el trato especial y diferencial a fin de permitir a los países en desarrollo una creciente flexibilidad y asegurar que tengan la libertad de implementar medidas de congelamiento de aranceles, aumento de aranceles o medidas que limiten la importación cuando sea necesario;

· Hacer lo necesario para mejorar el acceso al mercado de los países en desarrollo (resolviendo picos arancelarios y la progresividad arancelaria en sus áreas de interés), particularmente, para los países menos adelantados;

· Ayudar a los países en desarrollo a resistir a las presiones de las empresas para que se promulguen leyes de patentes que excluyan acciones socialmente responsables en virtud del Acuerdo sobre propiedad intelectual (ADPIC) y revisión de dicho acuerdo a fin de incorporar las preocupaciones de los países en desarrollo, en particular en el área del acceso a drogas que salvan la vida, como en el caso de la medicación para el VIH/SIDA, la protección del conocimiento tradicional, patentamiento de seres vivos y la relación entre el acuerdo sobre propiedad intelectual y la Convención sobre biodiversidad biológica;

· Establecer un acuerdo multilateral a fin de extender los plazos de la implementación de la Ronda Uruguay para los países en desarrollo y, al mismo tiempo, hacer que los países industrializados presenten cronogramas detallados y vinculantes para sus propios requisitos de implementación en el marco de la Ronda Uruguay;

· Procurar un mayor acceso, más estable y previsible, de los países en desarrollo a los mercados agrícolas de los países industrializados e implementar, al mismo tiempo, medidas mejoradas para promover el alivio de la pobreza y la seguridad alimentaria en los países en desarrollo y asegurar que la ayuda alimentaria de ningún modo perjudique la producción local de alimentos en los países beneficiarios;

· Establecer mecanismos para promover el respeto de los principios democráticos y de los derechos humanos (incluidos los derechos fundamentales de los trabajadores) a través de, por ejemplo la disposición de incentivos.

Necesidad de avanzar las normas fundamentales del trabajo en la OMC

3. Las normas fundamentales del trabajo provocaron una polémica que captó los titulares de la prensa en Seattle, pero las diferencias subyacentes sobre este tema entre los países democráticos (tanto en desarrollo como industrializados) que constituyen el grueso de la membresía de la OMC han estado achicándose paulatinamente.  La necesidad urgente de actuar se hace palmaria cuando se comprueba que el número de zonas francas industriales se ha duplicado en apenas cinco años y que China, un enorme país que viola sistemáticamente los derechos fundamentales de los trabajadores, va a entrar en la OMC en un futuro próximo.  Por lo tanto, es una prioridad proteger los derechos fundamentales de los trabajadores en otros países en desarrollo y allí donde gobiernos o empleadores inescrupulosos tratan de lograr una ventaja injusta en el comercio internacional a través de las violaciones de las normas fundamentales del trabajo.

4. En consecuencia, la OMC debe establecer un cierto tipo de estructura formal para abordar el comercio y las normas fundamentales del trabajo con la participación de la OIT; por ejemplo un grupo de negociación; un Grupo de trabajo, un Comité o un Foro de trabajo permanente en la OMC.  Dicha entidad debería además abordar temas más amplios de desarrollo social, con atención particular al impacto de las políticas comerciales sobre las mujeres.  Independientemente de su formato exacto, cualquiera sea la estructura, debe contar con un aval oficial de la OMC e incluir un mecanismo de presentación de informes a sus organismos de toma de decisión.  Claramente, tales discusiones no deben resultar en una discriminación arbitraria o injustificada o en alguna forma de restricción oculta del comercio.  Los informes y recomendaciones deberían ser presentados a más tardar para su consideración en la 5ª Conferencia Ministerial de la OMC en 2003.

Reforma de la OMC

5. En la Conferencia de Seattle arreciaron las críticas a la transparencia interna y externa y a la democracia de la OMC, críticas que deben ser abordadas con urgencia en Qatar.  Se necesita una mayor transparencia y asistencia financiera para asegurar que todos los miembros (en particular los menos avanzados) puedan participar plenamente en todas las actividades y procedimientos de la OMC, incluidos sus mecanismos de solución de conflictos.  El proceso de acceso para los nuevos miembros de la OMC debe brindar la oportunidad de asistencia técnica y formación de capacidades, así como un avance hacia la integración en un sistema internacional basado en reglas (que va a ser particularmente significativo en el caso del acceso de China).  Un vínculo y una coordinación más estrechos entre la OMC y las demás instituciones internacionales, incluida la OIT, es esencial, incluido un estatus de observador recíproco.

6. Se deben establecer estructuras consultivas específicas para los sindicatos en la OMC, también en su Mecanismo de examen de las políticas comerciales (MEPC).  El alcance de este mecanismo debería ampliarse a fin de integrar las preocupaciones ambientales, sociales y de género relacionadas con el comercio, en particular las normas fundamentales del trabajo.  Es menester una mayor transparencia externa en la conducta de todas las negociaciones de la OMC.  Además se necesitan formas de consulta para los parlamentos, organizaciones no gubernamentales y otros colectivos de la sociedad civil.  Es preciso contar con procedimientos para la participación efectiva de colectivos pertinentes de la sociedad civil involucrados en cualquier proceso de solución de diferencias, que debe estar abierto a la información y participación del público.  Todas estas reformas para integrar la transparencia, democracia y responsabilidad en la OMC son requisitos previos esenciales a fin de que las reglas de la OMC no sean perjudiciales a los intereses de los trabajadores y que resulten, en su lugar, en mejores condiciones de trabajo y de vida en todo el mundo.

Medio ambiente y salud y seguridad

7. La protección del medio ambiente y la salud y la seguridad, en particular el ambiente de trabajo y la salud y seguridad en el trabajo, debe primar sobre las reglas de la OMC.  Esto requeriría el reconocimiento de la precedencia del principio cautelar en casos que involucran la salud y la seguridad de consumidores y trabajadores a fin de que sea imposible cualquier repetición del tipo de desafío en la OMC con el que se vio confrontada la UE en relación a su prohibición del comercio del amianto.  Debería haber una clarificación acordada multilateralmente de que los Acuerdos Ambientales Multilaterales tienen prioridad sobre las reglas de la OMC.  Los programas de etiquetado ambiental no deberían estar sujetos a cuestionamientos en la OMC.

Salvaguardias de los servicios vitales

8. En las negociaciones actuales del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (ACGS) es preciso dejar en claro que los países pueden retener el derecho a exceptuar los servicios públicos (por ejemplo educación, salud, agua y servicios postales) y las actividades del sector de servicio socialmente beneficiosos, de cualquier acuerdo de la OMC que cubra el sector de servicios, inclusive a niveles subnacionales de gobierno.  Se requiere una referencia explícita a las preocupaciones sociales y ambientales en las negociaciones a fin de evitar la conclusión de acuerdos que socaven actividades del sector de servicios vitales y socialmente benéficos y/o la capacidad de los gobiernos de promulgar regulaciones internas, legislaciones y otras medidas necesarias para salvaguardar, supervisar y desarrollar tales servicios.  Los países deben retener derecho a poder decidir en el futuro incrementar el rol del sector público en sus sectores de servicios (por ejemplo después de un cambio de gobierno) sin verse confrontados a un conflicto en la OMC, como podría suceder de conformidad con las reglas vigentes de la OMC.  Se requiere una definición esclarecedora del Artículo I 3(b) del AGCS a fin de proteger los servicios sociales de la necesidad de liberalizarlos o de abrirlos al acceso al mercado.  En el caso del “Modelo 4” de suministro de servicios (es decir movimiento de personas físicas) es esencial que todos aquellos que participen en un movimiento temporario de trabajadores a través de las fronteras los protejan contra toda forma de discriminación y respeten las normas fundamentales del trabajo, la legislación laboral nacional y los convenios colectivos existentes.

Inversión y política de competencia

9. Toda discusión de instrumentos internacionales en estas esferas debe respetar el valor de los servicios públicos y el control estatal.  Tales instrumentos deben incluir disposiciones adecuadas respecto a los intereses de los países en desarrollo, por ejemplo en lo que hace a las transferencias tecnológicas; omitir disposiciones que otorguen a los inversores el derecho de cuestionar medidas de orden público, incluidas medidas impositivas y regulatorias; excluir disposiciones sobre conflictos inversor-estado; incluir impuestos a las empresas; permitir la imposición de requisitos de desempeño, especialmente en lo que hace a las disposiciones del mercado laboral; asegurar que las inversiones extranjeras (y los incentivos para atraerlas) no socaven las normas fundamentales del trabajo o la protección del medio ambiente e incluir referencias vinculantes a la Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la OIT y las Directivas para las multinacionales de la OCDE revisadas. Las discusiones sobre inversión deberían estar limitadas sólo a las inversiones extranjeras directas, excluyendo los flujos financieros y la inversión de cartera y deberían permitir explícitamente el derecho de regular los flujos de capital.  Cualquier discusión sobre política de competencia debería centrarse en la regulación de fusiones y adquisiciones y en el abuso del poder del mercado de parte de las empresas multinacionales y no debe socavar la política de competencia nacional.

Contratación pública

10. Cualquier discusión en esta esfera debería cubrir la transparencia de la contratación pública; la protección de los trabajadores/as que ostentan contratos gubernamentales, incluidos los trabajadores/as migrantes y debería remediar las fallas en el Acuerdo de contratación pública, suprimiendo la prohibición de la utilización de criterios “no económicos” y autorizando a las autoridades publicas a implementar políticas éticas de adquisición.

Conclusiones

11. La Conferencia Ministerial de la OMC en Qatar debe abordar la amplia gama de temas planteados por los miembros de la CIOSL en todo el mundo tanto en los países desarrollados como en desarrollo.  La leccion de Seattle es que si no lo hacen se deteriorará aún más la credibilidad y legitimidad de la OMC en el público en general, incluido el movimiento sindical, y se intensificará la reacción negativa contra la globalización.  Los miembros de la OMC deben aprovechar la oportunidad que se les presenta ahora en Qatar para abocarse a la necesidad de construir un nuevo consenso en torno a un sistema mundial de comercio más justo, orientado a lo social, lo ambiental y al desarrollo, democrático, responsable, transparente y basado en reglas.

____________________
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� 	La Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres representa sindicatos en 148 países con un total de 156 millones de miembros.  Para mayor información ver nuestro sitio Web (� HYPERLINK http://www ��http://www�. icftu.org).  La CIOSL trabaja estrechamente con los Secretariados Profesionales Internacionales (SPI) que representan a los trabajadores en distintos sectores y con la Comisión Sindical Consultiva (TUAC) de la OCDE (� HYPERLINK http://www.tuac.org) ��http://www.tuac.org)�.  Todas las organizaciones mencionadas están en el sitio Web Sindicatos Globales (� HYPERLINK http://www ��http://www�.global-unions.org).


� 	Las normas del trabajo son derechos humanos fundamentales para todos los trabajadores y trabajadoras, independientemente de su nivel de desarrollo, que cubren la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva, la eliminación de la discriminación en relación al empleo y ocupación; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio y la abolición efectiva de trabajo infantil, incluidas sus peores formas.  Los salarios mínimos nunca han sido parte de la propuesta de proteger las normas fundamentales del trabajo en la OMC.





